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11. Fundamentos jurídicos

1. Las cuestiones de fondo planteadas en la deman­
da se refieren, en esencia, a determinar si el emplaza­
miento del ahora recurrente mediante edictos efectuado
por el Juzgado Social en el proceso incoado por la empre­
sa contra aquél vulnera el art. 24.1 de la Constitución,
que consagra el derecho a la tutela judicial efectiva de
los Jueces y Tribunales sin que, en ningún caso, pueda
producirse indefensión. No obstante, procede ante~ exa­
minar si en este recurso es posible entrar en esa cuestión,
que implica necesariamente la atribución al órgano judi­
cial (en este caso el Juzgado de lo Social núm. 2 de
Vitoria) del acto u omisión determinantes de la alegada
indefensión.

2. A tal efecto, debe señalarse que el recurrente,
que alega no haber podido comparecer en el juicio labo­
ral seguido ante dicho Juzgado, interpone este recurso
de amparo el 11 de enero de 1994 frente a la Sentencia
en él dictada el 22 de julio de 1993 cuando, según
se reconoce en la Sentencia del Tribunal Supremo, pro­
nunciada en el juicio de revisión interpuesto por el mismo
recurrente 'contra aquélla, tuvo conocimiento del juicio
laboral el 5 de julio de 1993, es decir, antes de su Gon­
c1usión y, por tanto, pudo haberse personado en él. lo
que. le hubiera permitido conocer la Sentencia y re.ac­
cionar frente a ella. No resulta, pues, desde ese punto
de vista imputable a la actuación judicial su indefensión
procesál. sino a la negligencia del propio recurrente.

3. Por otra parte, el mismo recurrente, como antes
decimos, había interpuesto también recurso de revisión
ante la Sala de lo Social contra la misma Sentencia,
alegando maquinación de la empresa consistente en el
ocultamiento malicioso o negligente del domicilio del
demandado en el juicio laboral, lo que habría determi­
nado el error en la citación domiciliaria que ha producido
su incomparecencia. Recurso desestimado por el Tribu­
nal Supremo por entenderlo extemporáneo (pese a lo
cual examinó y rechazó que la empresa hubiera ocultado
dicho domicilio).

Sí. pues, optó el interesado por la interposición del
recurso de revisión por considerar que la falta de citación
tuvo su origen en la ocultación de la empresa (deman­
dante en el juicio laboral), efecto inmediato habría de
ser el de que ese recurso apurase la vía judicial y, por
tanto, sería contra la Sentencia que lo resolvió contra
la que debió interponerse el amparo y no frente a la
del Juzgado, antes incluso de pronunciarse el Tribunal
Supremo, como si de la posibilidad de impugnar alter­
nativamente una y otra se tratara. Así. pues, ni cabe
entender agotada la vía judicial previa en relación con
el recurso directo de amparo, interpuesto, por tanto, pre­
maturamente, ni tampoco impugnada la Sentencia del
Tribunal Supremo que le habría puesto fin. Procede, por
uno y otro motivo, la desestimación de la petición de
amparo.

FALLO

En' atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORlOAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCiÓN
OE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintidós de julio de mil novecientos
noventa y seis.-José Gabaldón López.-Fernando Gar-

cía-Mon y González Regueral.-Rafael de Mendizábal y
Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

18656 Pleno. Sentencia 134/1996, de 22 de julio
de ·1996. Recurso de inconstitucionalidad
1.054/1994. Promovido por más de cincuenta
Diputados del Grupo Parlamentario Popular en
relación con el arto 62 de la Lev 21/1993, de
Presupuestos Generales del Estado para 1994.

El pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don José
Gabaldón López, Vicepresidente; don Fernando Gar­
cía-Mon y González Regueral. don Vicente Gimeno Sen­
dra, don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego
González Campos, don Pedro Cruz Villa Ión, don Caries
Viver Pi-Sunyer, don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Francisco Javier Del­
gado Barrio. don Tomás S. Vives Antón, Magistrados,
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 1.054/94,
interpuesto por don Federico Trillo-Figueroa Martí­
nez-Conde, comisionado por más de cincuenta Diputa­
dos del Grupo Parlamentario Popular, contra el art. 62
de la Ley 21/1993, de 29 de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para 1994, en cuanto a la nueva
redacción dada a las letras b) y c) del apartado 1 del
arto 9 de la Ley 18/1991, de 6 de junío, del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas. Ha comparecido
el Abogado del Estado y ha sido Ponente el Magistrado
don Julio Diego González Campos. quien expresa el p!re­
cer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal
el 29 de marzo de 1994, don Federico Trillo-Figueroa
Martínez-Conde, comisionado por más de cincuenta
Diputados del Grupo Parlamentario Popular, interpone
recurso de inconstitucionalidad contra el art. 62 de la
Ley 21/1993, de 29 de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para 1994, en cuanto a la nueva
redacción dada a las letras b) y c) del apartado 1 del
art. 9 de la Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas.

El precepto legal recurrido lesiona el art. 14 CE al
introducir en el régimen fiscal aplicable a trabajadores
y funcionarios una desigualdad de trato discriminatoria
y no justificada. .'

La letra b) del apartado 1 del arto 9 de la Ley 18/1991,
de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de las Per­
sonas Físicas, declaró exentas las prestaciones recono­
cidas al sujeto pasivo por la Seguridad Social o por las
Entidades que la sustituyan como consecuencia de inca­
pacidad permanente, así como las prestaciones por
desempleo reconocidas por la respectiva Entidad Ges­
tora. La letra c) de ese mismo precepto estableció la
exención de las pensiones por inutilidad o incapacidad
permanente para el servicio de los funcionarios de las
Administraciones Públicas. Pero, posteriormente, el
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arto 62 de la Ley 21/19S3, de 29 de diciembre, ha
modificado este régimen de exención disponiendo que:

Con efectos a partir del día 1 de enero de 1994
se da nueva redacción al apartado 1 del arto 9 de la
Ley 18/1991, de 6 de junio, que quedará redactado
como sigue:

«1. Estarán exentas las siguientes rentas:

b) Las prest¡¡ciones reconocidas al sujeto pasivo por
la Seguridad·Social o por las Entidad.es que la sustituyan
como conseclffincia de incapacidad permanente abso­
luta o gran invalidez.

cl Las pensiones por inutilidad o incapacidad per­
manente para el servicio de los funcionarios de las Admi­
nistraciones Públicas, cuando el grado de disminución
física o psíquica sea constitutivo de gran invalidez».

Las rentas que se declaran exentas en virtud de la
modificación introducida son, por un lado, las presta­
ciones reconocidas al sujeto pasivo por la Seguridad
Social o por las Entidades que la sustituyan como con­
secuencia de incapacidad permólflente absoluta·o gran
invalidez, y, por otro, las pensiones por inutilidad o mca­
pacidad permane,"e para el servicio de los funcionarios
de las Administraciones Públicas, cuando el grado de
disminución física o psíquica sea constitutivo de gran
invalidez.

La finalidad de la norma es, por tanto, claramente
restrictiva por cuanto que suprime la exención de que
gozaban con carácter general estas prestaciones, en el
sentido de que anteriormente la exención alcanzaba a
las prestaciones o pensiones por incapacidad permanen­
te. A partir del 1 de enero de 1994, para el caso de
las prestaciones de la Seguridad Social, se limita a la
incapacidad permanente absoluta o gran invalidez, que
constituyen el grado extremo de la incapacidad perma­
nente. Pero en lo que atañe a las pensiones de los fun­
cionarios de las Administraciones Públicas, los efectos
de la norma son aún más restrictivos, no solamente en
relación con la Ley 18/1991, sino también compara­
tivamente respecto a la situación de los trabajadores
acogidos al régimen general de la Seguridad Social. En
definitiva, en clases pasivas, la exención de que gozaban
las pensiones por inutilidad o incapacidad permanente
para el servicio de los funcionarios de las Administra­
ciones Públicas se circunscribe a los supuestos en que
el grado de disminución flsica o psíquica sea constitutiva
de gran invalidez, mientras qué para los trabajadores
de la Seguridad Social se proyecta, no sólo sobre la
situación de gran invalidez, sino además sobre la de
incapacidad permanente absoluta. Es decir, resulta apli­
cable a los funcionarios públicos un régimen de exención
fiscal más reducido que el aplicable al personal acogido
a la Seguridad Social, sin justificación ni fundamentación
legal. La nueva regulación introducida por el arto 62 de
la Ley 21/1993 establece, por tanto, un trato diferen­
ciado para situaciones que originariamente estaban en
una posición jurídica idéntica, sin que ello tenga una
justificación objetiva y razonable, lo que resulta discri­
minatorio y vulnera el principio de igualdad, tal como
ha sido definido por la Constitución e interpretado por
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Se plantea
una situación de discriminaóón, inj1J3tificada y carente
de razón objetiva, que perjudica a los funcionarios públi­
cos en relación con los trabajadores acogidos al régimen
general de la Seguridad Social, {oda vez que los primeros
tienen menos supuestos de exención. Concurriendo en
el caso una previa igualdad de situaciones, el efecto
de la norma produce un tratamiento diferenciado en
razón a una conducta arbitraria y no justificada de los
poderes públicos. La invalidez o incapacidad es una situa-

ción jourídica que tiene un contenido material unívoco.
La razón última de la reforma introducida por el Gobierno
difícilmente puede obedecer a otras razones que aquellas
de índole recaudatoria, lo que en ningún caso puede
justificar una desigualdad de trato. .

De otra parte, fa reforma del arto 9 de la Ley 18/1991,
por obra del arto 62 de la Ley 21/1993, es contraria
al art. 9.3 C.E., en lo que se refiere al principio de segu­
ridad jurídica. Y no se debe conculcar, en ningún caso,
la seguridad ruridica nacida al amparo de la legislación
anterior, garantizada por el arto 9.:3 C.E.

Solicita que se dicte Sentencia declarando la incons­
titucionalidad del arto 62 de la Ley 21/1993. Mediante
otrosí. solicita asimismo que se requiera de las Cortes
Generales y del Gobierno el expediente que ha servido
para la tramitación y aprobación de la Ley 21/1993
Yque, una vez remitido, sea conocido por los recurrentes
para formular alegaciones, completando la argumenta­
ción y fundamentación contenidas en el escrito del
recurso.

2. Por providencia de 12 de abril de 1994, la Sec­
ción Tercera acuerda: 1.0 admitir a· trámite el recurso
de inconstitucionalidad; 2. 0 dar traslado de la demanda
y documentos presentados, contarme· establece el
arto 34 LOTC, al Congreso de los Diputados, al Senado
y al Gobierno, al objeto de que en el plazo de quince
días puedan personarse en el proceso y formular las
alegaciones que estimaren convenientes; 3.0 denegar
la solicitud que se efectúa en el otrosí de la demanda,
sin perjuicio de qU¡l el Tribunal acuerde, en su momento
y si lo considera oportuno, recabar de los poderes públi­
cos la remisión del expediente de elaboración de la
Ley 21/1993 y de los informes y documentos necesarios
para la resolución del recurso, conforme establece el
arto 88.1 LOTC, y 4.0 publicar la incoación del recurso
en el «Boletín Oficial del Estado».

3. El Presidente del Congreso de los Diputados,
mediante escrito registrado en el Tribunal el 21 de abril
de 1994, com'unica que la Mesa de la Cámara había
acordado no personarse en el procedimiento ni formular
alegaciones. El Abogado del Estado, mediante escrito
registrado en el Tribunal el 28 de abril de 1995, solicita
una prórroga del plazo para alegaciones de ocho días.
La Sección Tercera, por providencia de 29 de abril
de 1994, acuerda prorrogarle en ocho días el plazo con­
cedido para formular alegaciones, a contar desde el
siguiente al de expiración del ordinario. El Presidente
del Senado, mediante escrito registrado en el Tribunal
el 29 de abril de 1994, solicitó que se tuviera por per­
sonada a la Cámara y por ofrecida su colaboración a
los efectos del arto 88.1 LOTC.

4. El Abogado del Estado presenta su escrito de
alegaciones el 12 de mayo de 1994. Comienza su expo­
sición delimitando el objeto del recurso que viene cons­
tituido por el arto 62 de la Ley 21/1993, en cuanto
a la nueva redacción dada a la letra c) del aparta­
do 1 del arto 9 de la Ley 18/1991.

El recurso denuncia un hipotético tratamiento discri­
minatorio y no justificado en el régimen fiscal aplicable
a trabajadores y funcionarios, toda vez que para estos
últimos la exención se circunscribe a los supuestos en
que el grado de disminución física o psíquica sea cons­
titutivo de gran invalidez, m;entras que en el caso de
los primeros la exención se extiende, además de a las
prestaciones de gran invalKlez, a las de mcapacidad per­
manente absoluta. Pero, para el Abogado del Estado,
la alegación de discriminación que se denuncia carece
de justificación, por lo que el recurso debe ser deses-­
timado por no infringir el precepto impugnado el
arto 14 e.E.
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Como tiene reiteradamente declarado el Tribunal. es
presupuesto esencial del enjuiciamiento desde la pers­
pectiva del principio de igualdad (art. 14 C.E.) que las
situaciones subjetivas que quieran compararse por el
recurrente sean efectivamente equiparables; esto es. que
el término de comparación elegido no resulte arbitrario
o caprichoso. Conviene recordar dos proposiciones bási­
cas reiteradamente afirmadas por este Tribunal.

En primer término. que el juicio de igualdad tiene
su sentido exolusivo en la evitación o reparación de dis­
criminaciones carentes de todo basamento objetivo y
no en la determinación de cuáles sean las opciones mejo­
res o más adecuadas. que pudiera haber acogido ellegis­
lador. No es función del Tribunal examinar la oportunidad
del criterio adoptado por la Ley ni su mayor o menor
adecuación al fin perseguido. ni decir si es el mejor de
los posibles. La función del Tribunal Constitucional es
resolver si en el caso concreto la diferencia normativa
resulta o no discriminatoria. «pues el principio consti­
tucional de igualdad exige. en primer lugar. que las sin­
gularizaciones y diferenciaciones normativas respondan
a un fin constitucionalmente válido para la singulariza­
ción misma; en segundo lugar, requiere que exista cohe­
rencia entre las medidas adoptadas y el fin perseguido
y, especialmente. que la delimitación concreta del grupo
o categoría así diferenciada se articule en términos ade­
cuados a dicha finalidad y, por fin. que las medidas con­
cretas o. mejor, sus consecuencias iurídicas, sean pro­
porcionadas al referido fin» (STC 148/1993, fundamen­
to jurídico 2.°).

En segundo lugar, el juicio de igualdad requiere «que
el legislador haya atribuido las consecuencias jurídicas
que se dicen diversificadoras a grupos o categorías per­
sonales creadas por él mismo porque es entonces, si
el autor de la norma diversifica lo homogéneo, cuando
puede decirse también que su acción, selectiva resulta
susceptible de control constitucional dirigido a fiscalizar
si la introducción de factores diferenciales resulta o no
debidamente fundamentada» (STC 148/1986, funda­
mento jurídico 6.° al], Este presupuesto no concurre en
el presente caso.

Donde tiene sentido preguntarse por la fundamen­
tación en derecho de una diferenciación normativa es,
sobre todo, cuando la singularización entre categorías
o grupos personales se realiza en la propia disposición,
atribuyendo a las mismas regimenes jurídicos diversos.
Pero la situ<lción no es la misma cuando nos encon­
tramos ante una previa diferenciación de regímenes jurí­
dicos y una norma posterior establece una regulación
diferente para supuestos de hecho comprendidos en
cada uno de dichos distintos regímenes. En palabras
de la citada STC 148/1986. «no se puede exigir una
igualdad de trato al legislador cuando trata de extraer
consecuencias jurídicas diversas de situaciones que esta­
ban originariamente en una situación jurídica distinta».
y esta conclusión se explica porque. en tal caso, la diver­
sidad de regulación no podría ser calificada como dife­
renciadora a los efectos del principio de igualdad, ya
que faltaría el supuesto mismo -la común posición en
el-ordenamiento- que haría exigible el trato igual.

En el supuesto sometido a la consideración del Tri­
bunal. se denuncia una hipotética diferenciación discri­
minatoria en el régimen de exenciones del Impuesto
sobre la Renta 'de las Personas Físicas aplicables a las
pensiones por inutilidad o incapacidad permanente para
el servicio de los funcionarios de las Administraciones
Públicas. El término de comparación escogido lo cons­
tituyen ,<las prestaciones reconocidas. al sujeto pasivo
por la Seguridad Social o por las Entidades que la sus­
tituyan». la discriminación se concreta en que las pen­
siones por inutilidad o incapacidad permanente para el
servicio de los funcionarios de las Administraciones

Públicas sólo estarían exentas cuando el grado de dis­
minución física o psíquica fuera constitutivo de una gran
ínvalidez; mientras que las prestaciones reconocidas al
sujeto pasivo por la Seguridad Social o por las Entidades
que la sustituyan estarán exentas tanto cuando deriven
de gran invalidez como cuando sean consecuencia de
incapacidad permanente absoluta. Se sostiene, pues, que
la falta de inclusión de la incapacidad permanente abso­
luta en el texto reformado del arto 9.1 c) de la Ley
18/1991 vulnera el principio de igualdad consagrado
en el arto 14 C.E.

El Abogado del Estado no acepta el anterior plan­
teamiento. La exención es «simplemente un elemento
'de la relación jurídica obligacional que liga a la Admi­
nistración y al contribuyente» (STC 6/1983, fundamento
jurídico 2.°). Es cierto que la relación entre el principio
general de igualdad consagrado por el arto 14 C.E. y
los principios rectores del sistema fiscal, que se espe­
cifican en el arto 31 CE está. por así decir, explicitamente
incorporada a este último precepto, que menciona entre
dichos principios el de igualdad (STC 45/1989. funda­
mento jurídico 4°). Pero lo que no puede aceptarse es
la igualdad de los supuestos de hecho que se comparan
y, faltando el adecuado término de comparación, el recur­
so debe ser desestimado.

El sistema de prestaciones en casos de invalidez per­
manente o incapacidad para el servicio en la Ley General
de Seguridad Social y en la Ley de Derechos Pasivos
constituyen estructuras jurídicas claramente diferencia­
das. En el régimen general de la Seguridad Social. el
Decreto 2065/1974, de 30 de mayo, que aprobó el
Texto Refundido de la Ley General de Seguridad Social
(L.G.S.S.). reconoce una serie de prestaciones por inva­
lidez permanente que tienen una función intrínseca y
notoriamente indemnizatoria. Se fijan así diversas cuan­
tías de las prestaciones en función de los distintos grados
de invalidez. a saber: (i) Incapacidad permanente parcial
para la profesión habitual; (ii) Incapacidad permanente
total para la profesión habitual; Wi) Incapacidad perma­
nente absoluta para todo trabajo. y (iv) Gran invalidez.
La incapacidad permanente absoluta se define como
aquella situación que inhabilita al trabajador para toda
profesión y oficio. Por gran invalidez se entiende la situa­
ción del trabajador afecto de incapacidad permanente
absoluta y que, por consecuencia de pérdidas anató­
micas o funcionales. necesite la asistencia de otras per­
sonas para realizar los actos más esenciales de la vida.
tales como vestirse, desplazarse, comer o análogos.

El régimen de clases pasivas de los funcionarios no
es equíparable al que se deja expuesto. Las diferencias
más relevantes, que privan de toda consistencia al razo­
namiento expuesto en la demanda, son las que a con­
tinuación se mencionan. En primer lugar, la DirecciÓn
General de Tributos pone de manifiesto que ,<las pen­
siones del régimen de clases pasivas del Estado se reco­
nocen por el mero hecho de declararse la incapacidad
para el seNlcio. En dicho régimen de clases pasivas no
se gradúa la incapacidad, sino que al funcionario se le
declara sencillamente incapaz para el desempeño de las
funciones propias de un Cuerpo y se le jubila, pasando
a cobrar como pensión la que le hubiera correspondido
como pensión de jubilación si en ese momento tuviera
la edad reglamentaria». Como resulta del art. 26 del
Decreto 1120/1966, de 21 de abril. por el que se aprue­
ba el Texto Refundido de la Ley de Derechos Pasivos
de 10& Funcionarios da la Administración del Estado, el
simple hecho de «padecer incapacidad permaflente para
el ejercicio de sus funciones, por inutilidad física o por
debilitación apreciable de facuitadés», determina que el
funcionario que hubiere completado tres trienios, al
menos, como funcionario de carrera de la Administración
Civil del Estado pueda causar derecho a la pensión ordi-
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naria de jubilación. Adviértase bien la diferencia. Mien­
tras que la incapacidad permanente absoluta definida
en la L.G.S.S. supone la inhabilitación del trabajador para
toda profesión y oficio, en el régimen de clases pasivas
del Estado la simple incapacidad para el ejercicio de
las funciones propias del funcionario, sea por inutilidad
física o por debilitación apreciable de facultades, provoca
la jubilación y da derecho a causar la correspondiente
pertsión ordinaria. La conclusión resulta evidente: no
cabe equiparar los dos sistemas que en el recurso pre­
tenden equipararse, pues, como concluye la Dirección
General de Tributos, es diferente el perfil de estas pen­
siones de incapacidad para el servicio y el de las de
invalidez permanente de la seguridad social. Pero aún
existe otro argumento -de carácter finalista- que mues­
tra las diferencias existentes entre los regímenes que
preten¡len compararse. Y es que mientras que las pres­
taciones como consecuencia de incapacidad permanen­
te absoluta o gran invalidez en el régimen general de
la Seguridad Social tienen, como se deja dicho, una .intrín­
seca y notoria función indemnizatoria, esta misión no
se advierte en las prestaciones derivadas del citado
arto 26 de la Ley de Derechos Pasivos de los Funcionarios
de la Administración Civil del Estado. En efecto, como
se anuncia en la Exposición de Motivos del Decre­
to 1120/1966, de 21 de abril, la regulación de los dere­
chos pasivos constiHJye «una parte esencial de la Ley
de retribuciones, a la que completa, cerrando el ciclo
de derechos económicos del funcionario». La Ley de
Retribuciones y el Texto Refundido de la Ley de Derechos
Pasivos regulan esos derechos económicos, distinguien­
do «los que se producen por la prestación de servicios»
y «los que se causen al cesar, nacidos y determinados
por razón de aquellos servicios activos». La diversa raíz
de la normativa reguladora de unas y otras prestaciones
afecta a su misma naturaleza. La pensión por jubilación
derivada de la incapacidad permanente del funcionario
para el ejercicio de sus funciones, por inutflidad física
o por debilitación apreciable de sus facultades, no cum­
ple una función indemnizatoria, sino que «c.onstituye,
en síntesis, el pago diferido de una actividad profesional
como contraprestación de un trabajo realizado en situa­
ción de actividad y, en definitiva, participa de la natu­
raleza del salario o sueldo en su faceta sustantiva y den­
tro de la relación jurídica laboral o funcionarial» (Sen­
tencia del T.S., Sala Tercera, de 23 de diciembre
de 1986).

En definitiva, no cabe equiparar la situación jurídica
de los trabajadores incluidos en el régimen general de
la Seguridad Social y de los funcionarios protegidos por
el sistema de clases pasivas del Estado. Unos y otros
se integran en estructuras claramente diferenciadas por
el Derecho. Esa diversidad de las estructuras jurídicas
ha sido tenida en cuenta por el legislador presupuestario
de 1994 al modificar el régimen de las exenciones con­
sagrado en el art. 9.1 c) de la Ley 18/1991. La presunta
diferencia de trato no puede ser tachada de discrimí­
natoria. Falta la necesaria igualdad entre los regímenes
que se comparan. El pretendidamente diverso tratamien­
to fiscal que se infiere del precepto impugnado no nace
de la voluntad arbitraria del legislador presupuestario,
sino que es simple consecuencia de la diferencia de regí­
menes jurídicos en que se encuentran quienes perciben
prestaciones reconocidas por la Seguridad Social o por
las Entidades que la sustituyan o pensiones por inutilidad
o incapacidad permanente para el servicio de los fun­
cionarios de las Administraciones Públicas.

El Abogado del Estado concluye su escrito solicitando
que se dicte Sentencia por la que, con desestimación
del recurso, se declare la plena ·adecuación a la Cons­
titución de la redacción conferida al art. 9.1 c) de la
Ley 18/1991 por el art. 62 de la Ley 21/1993.

5. Por providencia de 18 de julio de 1996 se señala
para deliberación y votación del presente recurso de
inconstitucionalidad el día 22 del mismo mes y afio.

11. ·Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de inconstitucionalidad' se
dirige contra la nueva redacción dada por el arto 62 de­
la Ley 21/1993, de 29 de diciembre. de Presupuestos
Generales del Estado para 1994, a las letras b) y c)
del apartado 1 del art. 9 de la Ley 18/1991, de 6 de
junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas.

En su redacción original, las letras b) y c) del aparta­
do 1 del art. 9 de la Ley 18/1991 declararon exentas
«las prestaciones reconocidas al sujeto pasivo por la
Seguridad Social o por las Entidades que la sustituyan
como consecuencia de incapacidad permanente» [letra
b)] y ,<las pensiones por inutilidad o incapacidad per­
manente para el servicio de los funcionarios públicos»
[letra c)]. Con anterioridad, la Sala Tercera del Tribunal
Supremo venía entendiendo que, a diferencia de las pen­
siones de jubilación, las prestaciones por incapacidad
permanente no estaban sujetas al Impuesto de la Renta
de las Personas Físicas, toda vez que. por su «función
intrínseca y notoriamente indemnizatoria», les era de apli­
cación el art. 3.4 de la Ley 44/ 1978, de 8 de septiembre,
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas,
derogada por la Ley 18/1991 (Sentencias de 19 ete
abril y 23 de diciembre de 1986 y 25 de junio de 1987).
De conformidad con el precepto últimamente citado, no
tenían la consideración de renta «las indemnizaciones
que constituyan compensación de la pérdida o deterioro
de bienes o derechos que no sean susceptibles de inte­
grar el hecho imponible del Impuesto sobre el Patri­
moniQ)).

La Ley 18/1991 reacciona frente a esta interpreta­
ción y pasa a considerarlas prestaciones por íncapacidad
permanente como un supuesto de exención, en vez de
no sujeción, del Impuesto de la Renta de las Personas
Físicas. En efecto, según enuncia su Exposición de Moti­
vos, la Ley 18/1991 «tiene por objeto definir y precisar
con claridad los supuestos de exención, que hasta ahora
(en la Ley de 1978) eran de no sujeción», y «para ello
incorpora un pr~cepto, el art. 9, que bajo una enume­
ración cerrada trata de salir al paso de los problemas
interpretativos que venía generando el apartado 4 del
art. 3 de la Ley que se deroga». Con el resultado, ya
visto, de que las pensiones de incapacidad permanente,
tanto las reconocidas por la Seguridad Social como las
causadas por los funcionarios de las Administraciones
Públicas, se consideraban expresamente rentas exentas.

Sin embargo, el arto 62 de la Ley 21/1993, de 29
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para
1994, modificó este estado de cosas, de manera que

.«a partir del día 1 de enero de 1994» sólo están exentas,
en lo que aquí importa, de un lado, «las prestaciones
reconocidas al sujeto pasivo por la Seguridad Social o
por las Entidades que la sustituyan como consecuencia
de incapacidad permanente absoluta o gran invalidez»
[nueva letra b) del art. 9.1 de la Ley 18/1991], y, de
otro, «las pensiones por inutilidad o incapacidad per­
manente para el servicio de los funcionarios de las Admi­
nistraciones Públicas, cuando el grado de disminución
física o psiquica sea constitutivo de gran invalidez» [nue­
va letra c) del arto 9.1 de la Ley 18/1991].

2. De lo anterior se desprende que las modifica­
ciones introducidas por la Ley 21/1993 en la Ley
18/1991, en lo que aquí interesa, son dos. En primer
lugar, dejan de estar exentas todas las pensiones por
incapacidad permanente, al contrario de lo que ocurría
con anterioridad tanto con las reconocidas por la Segu-
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ridad Social como con las causadas por los funcionarios
públicos. Pero, en segundo término, así como en el caso
de la Seguridad Social. las prestaciones que siguen exen­
tas son las correspondientes a incapacidad permanente
absoluta y gran invalidez; en el caso de los funcionarios
públicos sólo permanecen exentas las causadas en este
último caso (gran invalidez), sin que se mencione para
nada el supuesto de incapacidad permanente absoluta.

El recurso de inconstitucionalidad considera vulne­
rados el art. 9.3 CE, en lo que se refiere al principio
de seguridad juridica, y, especialmente y sobre todo,
el art. 14 C.E., al tratarse peyorativamente las pensiones
ca.usadas por los funcionarios públicos en relación con
las reconocidas por la Seguridad Social. .

3. Ciertamente escueta es la fundamentación sobre
la lesión del arto 9.3 C.E., limitándose el recurso a afirmar
la vulneración del principio de seguridad jurídica, por
cuanto no puede ser conculcada, como ha hecho la Ley
impugnada, <da seguridad jurídica nacida 1'1 amparo de
la legislación anterion•.

En todo c¡¡so, hay que' rechazar que en el presente
supuesto se haya vulnerado el art. 9.3 C.E. En efecto,
el principio de seguridad jurídica no se infringe porque
el legislador lleve a c¡¡bo modificaciones en las normas
legales,.ni dicho principio ampara la necesidad de pre­
servar indefinidamente un determinado régimen jurídico
existente en un momento histórico dado en relación con
concretos derechos o situaciones (SSTC 99/1987,
70/1988 y 227/1988). E incluso es constitucionalmen­
te legítimo que el legislador, apreciando las disponibi­
lidades y necesidades de cada momento, para la direc­
ción de la política económica pueda fijar de forma anual
medidas que encuentran acomodo en disposiciones pre­
supuestarias (SSTC 134/1987 y 8311993). A lo que
cabe agregar, más concretamente, que ya en la STC
6/1983 se decía que «no puede hablarse en puridad
de un auténtico derecho a la bonificación tributaria o
al mantenimiento del régimen jurídicotributario de boni­
ficación» (fundamento jurídico 2.°) -lo que sin duda es
igualmente predicable de un supuesto derecho a la exen­
ción tributaria-, en la posterior STC 127/1987 dijimos
que «el principio de seguridad juridica, consagrado en
el art. 9.3 de la Norma fundamental. no puede enten­
derse como un derecho de los ciudadanos al mante­
nimiento de un determinado régimen fiscal>. (fundamen­
to jurídico 11).

4. El recurso, sin embargo, denuncia básicamente
y sobre todo la vulneración del art. 14 C.E., dado que
la impugnación de los recurrentes se dirige contra el
distinto trato legal que, a partir del 1 de enero de 1994,
reciben las pensiones de incapacidad permanente cau­
sadas por los funcionarios públicos en relación con las
pensiones de incapacidad permanente reconocidas a
quienes ampara el régimen de la Seguridad Social. Dis­
tinto trato legal que consiste en que las primeras sólo
están exentas del Impuesto sobre la Renta de las Per­
sonas Físicas cuando el grado de disminución sea cons­
titutivo de gran invalidez (esto es, cuando por conse­
cuencia de pérdidas anatómicas o funcionales se nece­
sita la asistencia de otra persona para los actos más
esenciales de la vida, tales como vestirse, desplazarse,
comer o análogos), mientras que las segundas están
exentas no sólo en este caso, sino asimismo en el supues­
to de incapacidad permanente absoluta (es decir, la que
inhabilita al trabajador para toda profesión u oficio), sin
que ello tenga una justificación objetiva y razonable.

Ahora bien, el examen de la impugnación, así como
la mejor comprensión de la cuestión controvertida, acon­
sejan aclarar varios extremos de la situación legal exis­
tente en esta materia, pues constituyen un presupuesto
oblígado. En primer lugar, que no todos los funcionarios

públicos están dentro del campo de aplicación del régi­
men de clases pasivas del Estado, pues no pocos de
ellos están encuadrados en el régimen general de la
Seguridad Social. Y, en segundo término, que, a dife­
rencia de lo que ocurre en este último régimen, en el
régimen de clases pasivas del Estado no hay grados
de invalidez, de manera que, una vez que se acredita
que las lesiones o proceso patológico del funcionario
le imposibilitan totalmente para el desempeño de las
funciones propias de su Cuerpo, Escala, plaza o carrera,
se le jubila por incapacidad permanente para el servicio
o inutilidad, sin examinar ni menos hacer constar en
la correspondiente Resolución si, además de para su
Cuerpo, Escala, plaza o carrera, aquellas lesiones le inha­
bilitan para todo otra profesión u oficio. Comparándolo
can los grados de incapacidad o inv¡¡lidez existentes en
el régimen general de la Seguridad Social ~y por exten­
sión en los regímenes especiales que encuadran a tra­
qajadores por cuenta ajena, sin necesidad de realizar
mayores precisiones-, y al margen ahora de la cuantía
y otras características de su régimen jurídico, podría
decirse sin violencia que en el régimen de clases pasivas
sólo existe la incapacidad total y no la incapacidad abso­
luta ni la gran invalidez. Los grados de invalidez entran
en juego únicamente, en su caso, en el sisten:Ja mutua­
lista complementario a cargo de la Mutualidad General
de Funcionarios Civiles del Estado (MUFACE), el Instituto
Social de las Fuerzas Armadas (ISFAS) o la Mutualidad
General Judicial (MUGEJU).

Así las cosas, resultan claros el propósito y las con­
secuencias de la decisión del legislador de modificar,.
a partir del 1 de enero de 1994, la situación de exención
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas dis­
frutada con anterioridad por todas las pensiones de inca­
pacidad permanente, tanto las reconocidas por la Segu­
ridad Social como las causadas por los funcionarios públi­
cos. Antes de esa fecha estaban exentas las- pensiones
de la Seguridad Social por incapacidad permanente total.
absoluta y gran invalidez, mientras que ahor¡¡ sólo lo
están l¡¡s pensiones en l¡¡s que el benefici¡¡rio se h¡¡lIe
en estas dos ultimas situ¡¡ciones.

El problema se ¡¡gudiza respecto de l¡¡s pensiones
por inc¡¡pacidad perm¡¡nente c¡¡usad¡¡s por los fu~io­

n¡¡rios públicos. Antes de 1994 tod¡¡s ell¡¡s estab¡¡n exen­
t¡¡s. Pero ¡¡hor¡¡ no lo est¡¡rá ningun¡¡ de I¡¡s reconocid¡¡s
por el régimen de c1¡¡ses p¡¡sivas del Est¡¡do, pues ya
se ha dicho que est¡¡s pensiones se ¡¡semej¡¡n ¡¡ I¡¡ inc¡¡­
p¡¡cid¡¡d tot¡¡l del régimen general de l¡¡ Segurid¡¡d Soci¡¡1.
sin que en ¡¡quel primer régimen exista posibilid¡¡d ¡¡lgun¡¡
de que se decl¡¡re l¡¡ inc¡¡p¡¡cidad ¡¡bsolut¡¡ p¡¡r¡¡ todo
tr¡¡b¡¡jo, aunque el funcionario acredite padecer lesiones
con este alcance invalidante. Pero ocurre que tampoco
se podrá aplicar la exención en aquellos casos en que
la situación de incapacidad absoluta sí está contemplada
por el sistema mutualista complementario, aunque la
previsión legal todavía no ha sido ¡¡ctuad¡¡ ni opera en
la práctica. Y ni tan siquiera en aquellos otros casos
en que la previsión legal sí está aplicándose, habiéndose
reconocido el grado de incapacidad permanente abso­
luta por la Mutualidad o Entidad equivalente semej¡¡nte,
pues la vigente redacción del arto -9.1 c) de la
Ley 18/1991 sólo contempla la gr¡¡n invalidez. Y ello
sin entrar 'ahora en que esta última situ¡¡ción requiere,
por hipótesis, estar incapacitado para toda profesión y
oficio.

5. A juicio de los recurrentes, el arto 9.1 de la
Ley 18/1991 genera una diferencia de trato incompa­
tible con el principio de igualdad ante la Ley que garantiza
el art. 1,4 CE; igualdad ante o en la Ley que, como
hemos dicho en reiteradas ocasiones, impone al legis­
lador el deber de dispensar un mismo tratamiento a quie-
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nes se encuentran en situaciones jurídicas iguales. con
prohibición de toda desigualdad que. desde el punto
de vista de la finalidad de la norma cuestionada. carezca
de justificación objetiva y razonable o resulte des­
proporcionada en relación con dicha justificación
(SSTC 114/1987, 76/1990. 164/1994 Y 291/1994,
por todas).

Pero aún debemos precisar más: se alega un trato
desigual ante la Ley tributaria. No se está denunciando.
en efecto. como en otras ocasiones, el diferente nivel
de protección social de los ciudadanos al aplicar regí­
menes jurídicos distintos, supuestos en los que opera
muy limitadamente el arto 14 C.E. (SSTC 103/1984,
114/1987.27/1988,173/1988,184/1993,
268/1993, 377/1993,291/1994 y 77/1995; matices
a la exclusión del arto 14 CE, a partir de la STC 39/1992,
en las ya citadas SSTC 184/1993 y 268/1993 y en
las SSTC 231/1993, 355/1993 y 359/1993). Ni se
está exigiendo tampoco que haya una total conexión
entre las normas reguladoras de las clases pasivas y
de la Seguridad Social y el ordenamiento tributario, pues
este último, en tanto que posee su propia finalidad
(art. 31.1 C.E.). no está obligado a acomodarse estric­
tamente a la legislación laboral. aunque, desde luego,
tampoco pueda ignorarla por completo (SSTC 45/1989,
fundamento jurídico 6.°. y 146/1994. fundamento jurí­
dico 5.°).

La tacha de inconstitucionalidad se centra. pues. en
la atribución de un diferente trato fiscal a quienes per­
ciben cantidades por la misma causa -la existencia de
una incapacidad que inhabilita al trabajador para toda
profesión u oficio- en concepto de pensión o prestación,
merecen desde el punto de vista del deber de contribuir
al sostenimiento de los gastos públicos que establece
el arto 31.1 C.E. La' precisión no es, en absoluto, ociosa
porque, como ya hemos dicho en otras ocasiones, la
igualdad «ha de valorarse, en cada caso, teniendo en
cuenta el régimen jurídico sustantivo del ámbito de rela­
ciones en que se proyecte, y en la materia tributaria
es la propia Constitución la que ha concretado y modu­
lado el alcance de su art. 14 en un precepto (art. 31.1),
cuyas determinaciones no pueden dejar de ser tenidas
aquí en cuenta. La igualdad ante la Ley -ante ·Ia Ley
tributaria, en ese caso-, resulta, pues. indisociable de
los principios (generalidad, capacidad, justicia y progre­
sividad, en lo que ahora importa) que se enuncian en
el último precepto constitucional citado» (STC
209/1988, fundamento jurídico 6.°). En la misma línea,
hemos destacado que «la igualdad que se redama en
el art. 31 C.E. va íntimamente enlazada al concepto de
capacidad económica y al principio de progresividad»
(STC 54/1993, fundamento jurídico 1.°; STC 27/1981,
fundamento jurídico 4°).

6. Situado el recurso en el ámbito de la igualdad
tributaria, hay que comenzar constatando que los tér­
minos de comparación que se aportan para ilustrar la
desig'ualdad denunciada son homogéneos, conditio sine
qua non para poder apreciar vulneracíón del arto 14 en
relación con el 31.1, ambos de la Constitución. En efecto,
con independencia de cuál sea el nomen iuris que
emplea el legislador (prestaciones» cuando se reconocen
por la Seguridad Social; «pensiones» cuando se reciben
por los funcionarios de las Administraciones "Públicas),
es evidente que en ambos supuestos se trata de can­
tidades que percibe el trabajador cuando se encuentra
afectado por una lesión física o psíquica que le impide
desempañar, no sólo las funciones que son propias de
su oficio concreto, sino también las de cualquier otra
profesión o empleo.

A) En los dos casos, desde la perspectiva estricta­
mente tributaria, las cantidades que perciben las per-

sonas físicas por la mencionada causa constituyen renta
sujeta al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
(art. 1.1 de la Ley 18/1991). que, como señalamos en
el fundamento jurídico 7º de la STC 209/1988, es un
«tributo personal llamado a gravar la renta de cada uno
de los sujetos pasivos y sometido, a tal efecto. al principio
constitucional de igualdad (art. 14) y también a los de
generalidad, capacjdad y progresividad que. en el ámbito
específicamente tributario. concretan y particularizan
aquella genérica interdicción del trato discriminatorio
(art. 31.1 C.E.)>>.

Ambos ingresos. además, son considerados por la
Ley reguladora del impuesto como «rendimientos del
trabajo personal», esto es. se integran dentro del grupo
de las contraprestaciones o utilidades que derivan. direc­
ta o indirectamente. del trabajo personal del sujeto pasi­
vo. y no tienen el carácter de rendimientos empresariales
o profesionales (art. 24.1 de la Ley del I.R.P.F.). Pues
así se desprende claramente del arto 25. letra g), de
la Ley del I.R.P.F.. en virtu.d del cual se incluyen, en par­
ticular. entre los rendimientos del trabajo. «las pensiones
y haberes pasivos, cualquiera que sea la persona que
haya generado el derecho a su percepción». De lo que
reSulta. en definitiva. que las «prestaciones» o «pensio­
nes» que los sujetos perciben por una situación de inca­
pacidad permanente absoluta -para desarrollar cual­
quier empleo o función- constituyen. en todo caso. con
independencia de la condición del perceptor. rendimien­
tos del trabajo personal integrados en el hecho imponible
del I.R.P.F. o, si se prefiere, sujetos al citado impuesto.

B) La sujeción al impuesto, sin embargo, no implica
necesariamente el nacimiento de la obligación tributaria.
La Ley. en efecto, puede, en ocasiones. «declarar la exo­
neración de determinadas rentas cuando exista la opor­
tuna justificación» (STC 21 M 1994, fundamento jurídico
7.°); excepciones al deber de contribuir establecido en
el arto 31.1 CE que pueden tener su fundamento. bien
en la consecución de finalidades extrafiscales o de estí­
mulo de ciertas actividades -siempre que tales objetivos.
«sin desconocer o contradecir el principio de capacidad
económica o de pago, respondan principalmente a cri­
terios económicos o sociales orientados al cumplimiento
de fines o a la satisfacción de intereses públicos que
la- Constitución preconiza o garantiza» (STC 37/1987.
fundamento jurídico 13)-, bien en la realización efectiva
del principio de capacidad económica que debe inspirar
el sistema tributario en su conjunto.

En este sentido. desde la perspectiva constitucional
nada impide, en principio. que el legislador, como ha
hecho en la Ley 18/1991. establezca en las letras b)
y é) del arto 9.1 la exención del impuesto de las can­
tidades que perciban los sujetos pasivos como conse­
cuencia de determinadas incapacidades que no le per­
miten desarrollar una actividad productiva. Exenciones
que. en uno y otro caso. responden tanto a la lógica
como a los contenidos que se derivan del principio de
capacidad económica (art. 31 C.E.). así como a la cláusula
del Estado social y democrático de Derecho que nuestra
Constitución ha configurado (art. 1.1. C.E.) y a los prin­
cipios que sus arts. 49 y 50 consagran.

7. Sentadas las anteriores premisas procede com­
probar si existe o no alguna justificación objetiva y razo­
nable para esta diferencia de trato. Y al respecto cabe
observar. ante todo, que ninguna justificación se ha ofre­
cido por el legislador en la Exposición de Motivos de
la Ley 21/1993, de 29 de diciembre. de Presupuestos
Generales del Estado para 1994. de la supresión que
venía a introducir su art. 62 en el arto 9.1 c) de la Ley
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
pues alli sólo se hace referencia a la reforma de las
normas tributarias relativas al Impuesto de Sociedades.
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también incluida en el Título VI. Si bien el Abogado del
Estado ha formulado la siguiente doble alegación para
justificar la diferencia de trato en relación con los fun­
cionarios de las Administraciones Públicas.

A) En primer lugar, ha afirmado que en este caso
no cabe hablar de términos válidos de comparación, ya
que si las prestaciones que se perciben por incapacidad
permanente absoluta o gran invalidez en el régimen
general de la Seguridad Social tienen una «intrínseca
y notoria función indemnizatoria», en el régimen de cIa­
ses pasivas de los funcionarios participarían de la natu­
raleza de «salario o sueldo».

Ahora bien, esta es, desde luego, una interpretación
de la normativa que no se compadece con la que de
manera invariable ha seguido la jurisprudencia del Tri­
bunal Supremo que, como señalamos, siempre ha esti­
mado que, a diferencia de las pensiones de jubilación,
las prestaciones o pensiones percibidas por funcionarios
o personal laboral en casos de incapacidad permanente
no tenían la consideración de renta -es decir, no estaban
sujetas-, dado que, por su «función intrínseca y noto­
riamente indemnizatoria», les era de aplicación el art;
3.4 de la Ley 44/1978. Función indemnizatoria que,
a la luz deL principio de capacidad económica, permitiría
excluirlas del ámbito objetivo del impuesto. Por otro lado,
si, como señala la representación del Estado, también
las cantidades percibidas por gran invalidez tienen diver­
sa naturaleza según la condición del perceptor, no se
entiende muy bien por qué el art. 9.1 de la Ley 18/1991
las declara exentas en todo caso, y, sin embargo, hace
distingos cuando la pensión o prestación trae causa de
una situación de invalidez permanente absoluta.

De suerte que, en definitiva, sea cual fuere la natu­
raleza de las prestaciones obtenidas por la incapacidad
permanente absoluta -indemnización o salario diferi­
do-, éstas desde la perspectiva jurídico tributaria son
idénticas, con independencia de que su perceptor sea
personal laboral o funcionario, dado que son rendimien­
tos del trabajo personal del sujeto pasivo generados por
idéntica razón: la imposibilidad para ejercer cualquier
profesión u oficio.

B) En segundo término, el Abogado del Estado basa
su justificación en un dato normativo. Mientras que la
Ley General de Seguridad Social establece diversos nive­
les de incapacidad (entre las que se encuentra la inca­
pacidad permanente absoluta), en el régimen de clases
pasivas ésta no se gradúa, sino que al funcionario se
le declara incapaz para el desempeño d", las funciones
propias de un Cuerpo y se le jubila, pasando a cobrar
como pensión de jubilación la que le hubiera corres­
pondido como pensión de jubilación si en ese momento
tuviera la edad reglamentaria.

No obstante. aunque es cierto que la situación de
incapacidad absoluta sí está contemplada por el sistema
mutualista complementario, no lo es menos que la pre­
visión legal todavía no ha sido llevada a la práctica en
la mayor parte de los casos. Pues bien. con indepen­
dencia de que. por lo apuntado, en la actualidad no se
haya agotado la regulación del régimen de prestaciones
sociales de las clases pasivas, tanto la coherencia del
ordenamiento en su conjunto, como las exigencias anu­
dadas al principio de igualdad tributaria en relación con
el principio de capacidad económica ex art. 31.1 C.E..
impiden que el legislador tributario aproveche los desa­
justes normativos entre los regímenes de protección
social de los trabajadores y de los funcionarios para
excluir, siquiera sea parcialmente, sin justificación razo­
nable, a estos últimos del sistema de exenciones previsto
en relación con las percepciones por invalidez deven­
gadas.

8. Por tanto, la conclusión es que la diferenciación
introducida por la nueva redacción de la Ley 18/1991
entre las pensiones de invalidez permanente de la Segu­
ridad Social y las de los funcionarios públicos vulnera
el principio de igualdad consagrado en la Constitución
porque, desde la perspectiva de la finalidad de la norma.
carece de una justificación objetiva, razonable y pro­
porcionada.

Dentro de los límites constitucionales, el legislador
tributario goza de un ámbito de libertad de configuración.
Por lo que respecta a las pensiones o prestaciones por
incapacidad, puede optar, dentro del respeto a los prin­
CipiOS y derechos que la Constitución consagra, entre
considerarlas como riqueza que debe ser objeto de impo­
sición, excluirlas del ámbito del hecho imponible del
impuesto (como ocurrió bajo la vigencia de la derogada
Ley 44/1978), o, en fin, como sucede ahora, declararlas
exentas. Pero en el legítimo ejercicio de su libertad de
opción política, lo que no puede hacer es contravenir
los principios establecidos en el arto 14 C.E. y en el art.

.31.1 C.E. y es evidente que no se respeta el principio
de igualdad tributaria cuando. como hace el arto 9.1 de
la Ley 18/1,991. se declaran exentas las prestaciones
por incapacidad permanente absoluta si han sido reco­
nocidas al sujeto pasivo por la Seguridad Social y no
si tal incapacidad se padece por los funcionarios de las'
Administraciones Públicas que están integrados en el
régimen de clases pasivas.

En efecto, al declarar exentas las rentas de idéntica
naturaleza (pensiones por incapacidad permanente abso­
luta) cuando el perceptor está en el sistema de la Segu­
ndad Social y no cuando está adscrito al régimen de
clases pasivas se vulnera el principio de igualdad tri­
butaria y se utiliza un criterio de reparto de las cargas
públicas carente de. cualquier justificación razonable y.
por tanto, incompatible con un sistema tributario justo
como el que nuestra Constitución consagra en el arto
31. Pues ello supone una diferencia de trato que, como
decimos, hubiera requerido una justificación objetiva y
razonable.

9. En suma, el desarrollo argumental hasta aquí
seguido conduce directamente a la estimación del ree,ur­
so y a declarar inconstitucional y consiguientemente nulo
el art. 62 de la Ley 21/1993. de 29 de diciembre, de
Presupuestos Generales del Estado para 1994. en el que
se dio una nueva redacción al art. 9.1 c) de la Ley
18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas, por cuanto ha venido a suprimir,
sólo para los funcionarios de las Administraciones Públi­
cas que se hallen en. situación de incapacidad perma­
nente absoluta, la exención de dicho Impuesto.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA. .

Ha decidido

Declarar que el arto 62 de la Ley 21/1993, de 29
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado
para 1994. en el que se dio una nueva redacción al
arto 9.1 c) de la Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas, es inconstitucional
y nulo sólo en la medida en que viene a suprimir, úni­
camente para los funcionarios de las Administraciones
Públicas que se hallen eñ situación de incapacidad per­
manente absoluta. la exención de dicho Impuesto.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».
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Dada en Madrid a veinticjós de julio de mil novecientos
noventa y seis.-Firmado.-Alvaro Rodríguez Berijo.-José
Gabaldón López.-Fernando García-Mon y González
Requeral.-Vicente Gimeno Sendra.-Rafael de Mendizá­
bal Allende.-Julio Diego González Campos.-Pedro Cruz
Villalón.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Enrique Ruiz Vadi­
1I0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Javier Del­
gado Barrio.-Tomás Vives Antón.-Rubricados.

18657 Sala Primera. Sentencia 135/1996, de 23
de julio de 1996. Recurso de amparo
1.301/1994. Contra Sentencia del Juzgado
de lo Social núm. 1 de Castellón, que acogió
la excepción de caducidad alegada por el
empresario frente a la reclamación del ahora
recurrente frente a la sanción que le fue
impuesta. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: apreciación de caducidad de
la acción lesiva del derecho.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Álvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Javier Delgado Barrio, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.301/94, promovido
por don Jesús Morata Cerda, representado por la Pro­
curadora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega
y asistido del Letrado don José A. Ruiz Salvador, contra
la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 1 de
Castellón, de 24 de marzo de 1994. Han sido parte
el Ministerio Fiscal y Red Nacional de Ferrocarriles Espa­
ñoles, S. A., representada por el Procurador don Rafael
Rodríguez Montaut y bajo la dirección del Letrado don
José Luis Sanchidrián Alvarez. Ha sido Ponente' don
Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, quien expresa el
parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal
el 20 de abril de 1994, la Procuradora de los Tribunales
doña Isabel Cañedo Vega interpuso, en nombre y repre­
sentación de don Jesús Morata Cerda, recurso de ampa­
ro contra la Sentencia del Juzgado de lo Social
núm. 1 de Castellón, de 24 de marzo de 1994, por
entender que vulnera el derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 CE).

2. El recurso de amparo tiene su origen en los
siguientes hechos:

a) El trabajador recurre~te prestaba servicios para
la empresa Red Nacional de Ferrocarriles Españoles
(RENFE.) en su centro de Castellón, en el momento
de ser sancionado por aquélla en 1993 por una falta
calificada como grave. Según se deduce de la documen­
tación aportada, tras la tramitación del expediente dis­
ciplinario conforme al procedimiento previsto en el Con­
venio Colectivo, la empresa notificó el Acuerdo de san­
ción al trabajador el día 19 de agosto de 1993.

b) El texto del X Convenio Colectivo de RENFE..
a la sazón aplicable, disponía en sus arts. 467 Y siguien­
tes el procedimiento para la tramitación de los expe­
dientes disciplinarios por faltas de los trabajadores.

c) El día 24 de agosto, dentro de los cinco días
hábiles siguientes a la notificación del Acuerdo de san­
ción, el trabajador dirigió un escrito a la Dirección de
R.E.NFE., a fin de que tuviera por presentado recurso
contra dicha sanción y solicitaba su revocación conforme
a las alegaciones realizadas en él; escrito que figura entre
la prueba documental aportada por el trabajador al pro­
cedimiento judicial. De la documentación obrante en este
recurso de amparo no se desprende la existencia de
ningún escrito de la empresa que resolviese la mencio­
nada petición.

d) El trabajador inició la reclamación judicial de la
sanción impuesta presentando papeleta de conciliación
el día 21 de septiembre de 1993, celebrándose aquélla,
sin comparecencia de la empresa y, por tanto, sin ave­
nencia, el día 1 de octubre de 1993. La demanda judicial
se interpuso el 4 de octubre, recayendo Sentencia del
Juzgado de lo Social núm. 1 de Castellón, el 24 de marzo
de 1994, que constituye hoy el objeto del recurso de
amparo al haberse agotado con ella el procedimiento
judicial, a tenor del arto 115.3 de la Ley de Procedimiento
Laboral (LP.L).

e) La citada Sentencia desestimó la impugnación
de la sanción al acoger la excepción de caducidad opues­
ta por la empresa, entendiendo que la demanda se había
presentado fuera del plazo previsto en el art. 114 LPL
que, remitiéndose al 103 del mismo texto legal y esta­
bleciendo por tanto el mis¡no plazo de caducidad que
el fijado para la reclamación por despido, determina que
la impugnación de la sanción deberá realizarse dentro
de los veinte días hábiles siguientes a aquél en que se
hubiera producido.

En el único fundamento jurídico de la Sentencia se
daba respuesta a la excepción de caducidad alegada
por la empresa por haberse incumplido los plazos men­
cionados, en los siguientes términos: « ( ... ) de acuerdo
con la Sentencia del Tribunal Constitucional de
19-11-92, la circunstancia de que exista una normativa
interna en la Red que fije unos plazos más favorables
en orden a la impugnación de las sanciones, no puede
considerarse correcta en cuanto la materia referida al
plazo para impugnar las sanciones ante el órgano juris­
diccional no es susceptible de ser alterada por la auto­
nomía colectiva, al revestir la regulación de la Ley de
Procedimiento Laboral carácter de orden público inde­

.rogable, y así se desprende del precedente relato de
hechos que la reclamación ante el S.MAC. se interpuso
más allá del plazo de veinte días hábiles expresado en
la Ley de Procedimiento Laboral, con lo que la demanda
se presentó extemporáneamente (...)l>.

3. La demanda de amparo estima que la Sentencia
recurrida vulnera el derecho fundamental a la tutela judi­
cial efectiva, en atención a las siguientes considera­
ciones:

En primer lugar, porque el plazo de veinte días para
reclamar judicialmente la sanción sólo puede comenzar
a computarse desde que la sanción es definitiva, cir­
cunstancia que no concurre, a tenor de lo dispuesto en
el Convenio Colectivo, hasta que el trabajador deja trans­
currir los cinco días sin recurrir la sanción o bien, para
el caso de que la recurra, desde que la empresa lo resuel­
va o, caso de no hacerlo, una vez pasado un mes sin
contestación por parte de aquélla.

Para la resolución del supuesto no resulta aplicable,
a juicio del recurrente, la doctrina contenida en la Sen-


